
Santiago,  diecis iete de marzo de dos mil  veint id s .  ó

Visto:

En  estos  autos  Rol  C-16.281-2015  seguidos  ante  el  D cimo  S ptimoé é  

Juzgado Civil de Santiago, caratulados Ocqueteau con El Barrio Propiedades ,“ ”  

juicio  ordinario  de  nulidad  de  cl usula  arbitral  formulada  en  contrato  deá  

corretaje, con fecha veintis is de febrero de dos mil dieciocho  la juez titular deé  

dicho tribunal rechaz  la demanda en todas sus partes, con costas a la parteó  

demandante.

En  contra  de  esa  decisi n,  la  parte  demandante  interpuso  recurso  deó  

casaci n en la forma y recurso de apelaci n. Luego, el tres de marzo de dos miló ó  

veinte,  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  desestim  la  casaci n  formal  yó ó  

revoc  el fallo apelado e hizo lugar a la demanda s lo en cuanto se declar  laó ó ó  

nulidad  absoluta  de  la  cl usula  arbitral  contenida  en  una  orden  de  visita,á  

quedando sin valor los actos posteriores que se amparan en aquella.

Respecto de esta ltima decisi n, la parte demandada interpone un recursoú ó  

de casaci n en el fondo. ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO: 

PRIMERO: Que previo al estudio del recurso interpuesto y conforme lo 

previene el art culo 775 del C digo de Procedimiento Civil, corresponde analizarí ó  

si de los antecedentes se manifiestan vicios en la sentencia que den lugar a la 

casaci n en la forma. Al conocer, entre otros, el recurso de casaci n, la se aladaó ó ñ  

norma autoriza a los tribunales para invalidar de oficio las sentencias, debiendo 

o r sobre este punto a los abogados que concurran a alegar en la vista de laí  

causa. Pero si, como sucede en la especie, los defectos formales invalidantes s loó  

han sido detectados despu s de completarse el tr mite de la vista, nada obsta aé á  

que pueda entrar a evaluar esos vicios con prescindencia de tales alegatos, en la 

medida  que  aqu llos  revistan  la  suficiente  entidad  como  para  justificar  laé  

anulaci n del veredicto en que inciden, presupuesto cuya concurrencia quedaró á 

en evidencia del examen que ser  consignado en los razonamientos expuestos aá  

continuaci n. ó

SEGUNDO:  Que  para  los  efectos  reci n  mencionados  es  necesarioé  

referir  que  mediante  la  demanda  de  autos  el  actor  pidi ,  en  procedimientoó  

ordinario,  la  ineficacia  jur dica  por  inexistencia,  en  raz n  de  la  falta  deí ó  

consentimiento expreso, formal e indubitado y por ausencia de objeto y causa, de 
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una cl usula  arbitral  contenida en  un documento  llamado  Orden  de  Visitaá “  

N 11.859  de  fecha  18  de  julio  de  2013.  Lo  hizo  en  contra  de  El  Barrio° ”  

Propiedades S.A., y fundament  su libelo indicando que la demandada, empresaó  

dedicada  al  corretaje  de  propiedades,  asever  haberle  prestado  servicios  deó  

intermediaci n  inmobiliaria  en  la  compra  de  un  inmueble  ubicado  en  calleó  

Camino La Fuente en Las Condes, sin que ello fuese efectivo.

Agreg  que  la  cl usula  arbitral  mencionada  no  cumple  con  lasó á  

prerrogativas esenciales que debe contar un compromiso de esta especie y no 

obedece a un consentimiento expreso en orden a sustraer del conocimiento de la 

justicia ordinaria un determinado negocio, conteniendo una referencia limitada y 

parcial a un objeto o materia sobre el cobro de comisi nó  que no permite discutir 

en  t rminos  amplios  su  procedencia  o  fundamento,  careciendo,  adem s,  deé á  

causa, pues su contenido dice relaci n exclusivamente con la concurrencia a unó  

inmueble y no la resoluci n de un asunto en una sede diversa a la ordinaria.ó

En subsidio, y con los mismos fundamentos, pidi  la nulidad absoluta de laó  

cl usula  arbitral,  o  bien,  la  nulidad  relativa  por  vicios  del  consentimientoá  

sustentados en la existencia de un error esencial, al extenderse el objeto de la 

cl usula otras materias diversas como es la existencia de los servicios prestados, yá  

fuerza, con una connotaci n econ mica.ó ó

La empresa demandada, en su contestaci n, indic  que presta servicios deó ó  

corretaje  de  propiedades  y  asesor a  en  gesti n  comercial  de  proyectosí ó  

inmobiliarios,  y,  en  ese  contexto,  la  sociedad  La Posada  SpA  requiri  sus“ ” ó  

servicios para la venta del inmueble ubicado en calle Camino de La Fuentes Nº 

1493 (1487) de las Condes, contact ndose con ellos el demandante, interesado ená  

adquirir la propiedad. Conforme lo anterior, el actor, suscribi  un documentoó  

denominado orden de visita, mediante el cual se oblig  a pagar una comisi n deó ó  

2% m s IVA para el evento de concretar la venta, lo que se verific  el 11 deá ó  

noviembre de 2014.   El mismo instrumento conten a una cl usula arbitral por laí á  

cual  cualquier  dificultad sobre el  cobro de la  comisi n ser a resuelta  por unó í  

rbitro arbitrador en nica instancia.  Agreg  que el demandante, no obstanteá ú ó  

haberse prestado los servicios, no pag  la comisi n, calculada sobre el total deló ó  

precio, que alcanz  a U.F. 30.000, inici ndose el proceso arbitral donde se dictó á ó 

sentencia  definitiva  el  8  de  abril  de  2016  que  hizo  lugar  a  la  demanda  al 

establecerse la efectividad de los servicios prestados, rechaz ndose los recursosá  

deducidos, estando aquella ejecutoriada.  
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La cl usula indicada, concluy , cumple todos los requisitos de validez, daá ó  

cuenta de un acuerdo de voluntades destinado a producir efectos jur dicos y tieneí  

un objeto claro y determinado de someter una determinada controversia a un 

arbitraje.

TERCERO: Que, la sentencia de primera instancia, luego de describir 

los  escritos  fundamentales  de  las  partes,  enunciar  y  definir  la  actividad 

desarrollada por la parte demandada, asent  que el actor suscribi  la Orden deó ó “  

Visita N  11.589  el 18 de julio de 2013, que autoriz  la visita de la propiedad° ” ó  

ubicada en calle Camino La Fuente N  1493 A de la comuna de Las Condes,°  

comprometi ndose a pagar una comisi n sobre el precio de la compraventa, m sé ó á  

IVA, equivalente al 2% de la operaci n, o bien, un 4% si llegase a entenderseó  

directamente  con el  vendedor.   En la  parte  final  del  documento,  agrega,  se 

indic  que cualquier dificultad sobre el cobro de esta comisi n ser a resuelta, enó ó í  

calidad de rbitro arbitrador, en nica instancia y sin ulterior recurso, por doná ú  

Patricio Figueroa Velasco, y a falta de ste por don Juan Feli  Segovia, y a faltaé ú  

de ambos por asesor jur dico de ACOP.í

Afirm  el juez a quo que el se or Ocqueteau manifest  su voluntad deó ñ ó  

forma expresa a trav s de su firma puesta en la orden de visita, documento queé  

por sus especiales caracter sticas y cl usulas, constituye la fuente de obligaciones yí á  

derechos para el corredor y el comprador, aceptando con su r brica todas lasú  

declaraciones expresadas en el documento, incluidas principalmente la de pago 

de la comisi n y el arbitraje para la soluci n de cualquier conflicto, precisamenteó ó  

el relativo a la remuneraci n por la mediaci n del negocio. ó ó

En consecuencia, determin  que la cl usula de compromiso cumple con laó á  

solemnidad  de  escrituraci n,  el  demandante  prest  su  consentimiento  puro  yó ó  

simple al estampar su firma en la orden de visita, y que por su condici n deó  

abogado conoc a los alcances de aquella suscripci n, siendo la nica condici ní ó ú ó  

para la eficacia de sus cl usulas la concreci n de la compraventa, transacci n queá ó ó  

se  realiz  en  su  oportunidad.   Descart  tambi n  la  existencia  de  viciosó ó é  

constitutivos de nulidad relativa, tanto la fuerza en su connotaci n econ mica, aló ó  

tratarse de una comisi n en el marco de la costumbre equivalente al 2% de laó  

transacci n,  como  el  error,  porque  atendida  la  calidad  de  abogado  deló  

demandante no pudo menos que saber la extensi n y los efectos de la cl usulaó á  

compromisoria inserta en la orden de visita.
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As , rechaz  la  demanda en todas sus partes,  condenando en costas  alí ó  

demandante.

CUARTO: Que, el demandante impetr  contra la sentencia de primeraó  

instancia, recurso de casaci n en la forma, sustentado en la causal del art culoó í  

768 N  5 en relaci n con el art culo 170 N  4 del C digo de Procedimiento° ó í ° ó  

Civil, y otro de apelaci n. La Corte de Apelaciones de Santiago desestim  laó ó  

casaci n formal y, en lo apelado, revoc  el fallo de primera instancia, lo queó ó  

fundament  en  que  de  la  lectura  de  la  denominada  Orden  de  Visita ,  laó “ ”  

determinaci n  de  su  objeto  no  resulta  clara,  ya  que  el  documento  contieneó  

diversos asuntos en relaci n a la comisi n que debe pagarse, sin embargo, laó ó  

cl usula  arbitral  no  refiere  expresamente  a  cu l  de  ellas  resulta  aplicable,á á  

incumpli ndose de esta forma el requisito contenido en el numeral tercero delé  

art culo  234  del  C digo  Org nico  de  Tribunales,  careciendo,  por  tanto,  deí ó á  

validez.

A lo anterior agregó que no basta con la sola circunstancia de firmar o 

suscribir  un  documento,  pues  si  bien  ello  es  indiciario  de  la  existencia  de 

voluntad no excluye por s  la ocurrencia de un vicio del consentimiento y aunqueí  

en el presente caso no hay antecedentes para acreditar la  fuerza, no ocurre lo 

mismo con el error esencial, pues este ltimo se evidencia cuando el demandanteú  

entendi  firmar una orden para visitar una propiedad y, a lo m s, el monto deó á  

las comisiones que cobraba la corredora de propiedades, pero no que existi  unaó  

real voluntad de sustraer un eventual conflicto de la justicia ordinaria.  A juicio 

de la Corte de Apelaciones, de la redacci n del documento se advierte m s bienó á  

una designaci n de rbitro que una cl usula compromisoria, precisamente por laó á á  

indeterminaci n del objeto del juicio arbitral, por lo que s lo es posible presumir,ó ó  

conforme a lo dispuesto en el art culo 1712 del C digo Civil, que el demandanteí ó  

siempre  crey  que  firmaba  una  orden  que  lo  facultaba  para  visitar  unaó  

propiedad de su inter s y el monto de la comisi n que deb a pagar de llegar aé ó í  

comprarlo, pero no de someterse a la justicia arbitral. 

Concluye que en el caso se verifica una causal de nulidad absoluta, por la 

concurrencia de error en la formaci n del consentimiento, no pronunci ndoseó á  

sobre la nulidad relativa solicitada.

QUINTO:  Que,  atendido  los  antecedentes  que  se  han  rese ado,  señ  

advierte que la sentencia de la Corte de Apelaciones ha realizado un an lisisá  

parcial y no prolijo de las normas aplicables al caso, sin explicitar, argumentar o 
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desarrollar, como ha debido, el alcance que ha tenido la circunstancia de haber 

sido suscrita la orden de visita bajo la firma del demandante y el hecho posterior 

de haber sido suscrita una escritura p blica de compraventa relacionada con elú  

inmueble a que ella se refer a. í

En  efecto,  si  bien  el  fallo  que  se  revisa  reconoce  que  la  firma  del 

demandante constituye un indicio de la existencia de voluntad en la suscripci nó  

del acto, el motivo que lleva a determinar la concurrencia de un error esencial 

est  basado en el entendimiento que debe d rsele, lo que resulta incomprensible,á á  

pues pareciera concluir  un vicio del  consentimiento nicamente en el  an lisisú á  

interpretativo del documento, sin vincular aquello con el alcance que la sentencia 

de primera instancia otorg  a la firma dada por el demandante en el contexto deó  

una operaci n de intermediaci n inmobiliaria usual. Los efectos que se derivanó ó  

de la interpretaci n de un contrato, tal como se expresa en las disposiciones deó  

los art culos 1560 y siguientes del C digo Civil, no alcanzan a la nulidad del actoí ó  

como consecuencia de una dispar interpretaci n del mismo, y el alcance de laó  

firma puesta en l por el demandante constituye una manifestaci n de voluntadé ó  

donde la sentencia de la Corte de Apelaciones no formula an lisis alguno.á

SEXTO:  Que  la  rese a  que  antecede  da  cuenta  de  las  notoriasñ  

discordancias y omisiones en que incurre la  sentencia,  las  que evidentemente 

inciden en la apreciaci n de los elementos constitutivos del acto o contrato deó  

que se trata. As , la ausencia de aquellos razonamientos tornan incomprensible laí  

decisi n en relaci n a los antecedentes que se determinaron en el proceso, lo queó ó  

demuestra,  consecuencialmente,  una  falta  de  fundamentaci n,  tanto  para  eló  

establecimiento  de  los  hechos  del  proceso  cuanto  para  la  justificaci n  de  laó  

decisi n  adoptada,  lo  que  debe  ser  abordado  en  razonamientos  atinentes  aló  

debate. 

S PTIMOÉ :  Que  en  concordancia  con  lo  expresado  debe  tenerse  en 

consideraci n que el C digo de Procedimiento Civil, en los art culos 158, 169,ó ó í  

170 y 171, regul  las formas de las sentencias.ó

En cumplimiento a lo estatuido por el art culo 5  transitorio de la Ley Ní ° º 

3.390, de 15 de julio de 1918, que mandat  a este tribunal a establecer poró  

medio de un Auto Acordado la forma en que deben ser redactadas las sentencias 

definitivas para dar cumplimiento a lo dispuesto en los art culos 170 y 785 delí  

C digo de Procedimiento Civil, esta Corte procedi  a dictar el Auto Acordadoó ó  

sobre la forma de las sentencias, de fecha 30 de septiembre de 1920, expresando 

XQRRYNXKZV



que  las  definitivas  de  primera  o  de  nica  instancia  y  las  que  revoquen  oú  

modifiquen las de otros tribunales, contendr n: 5  Las consideraciones de hechoá “ °  

que sirvan de fundamento al fallo. Se establecer n con precisi n los hechos sobreá ó  

que versa la cuesti n que deba fallarse, con distinci n de los que hayan sidoó ó  

aceptados o reconocidos por las partes y de aquellos respecto de los cuales haya 

versado  la  discusi n;  6  En  seguida,  si  no  hubiere  discusi n  acerca  de  laó ° ó  

procedencia legal de la prueba, los hechos que se encuentren justificados con 

arreglo  a  la  ley  y  los  fundamentos  que  sirvan para estimarlos  comprobados, 

haci ndose, en caso necesario, la apreciaci n correspondiente de la prueba deé ó  

autos  conforme a  las  reglas  legales;  7  Si  se  suscitare  cuesti n  acerca  de  la° ó  

procedencia de la prueba producida, la exposici n de los fundamentos que debenó  

servir para aceptarla o rechazarla, sin perjuicio del establecimiento de los hechos 

en la forma expuesta en los p rrafos precedentes para los fines consiguientes; 8á ° 

Establecidos los hechos, las consideraciones de derecho aplicables al caso; 9  La°  

enunciaci n de las leyes o en su defecto de los principios de equidad con arregloó  

a los cuales se pronuncia el fallo; 10  Tanto respecto de las consideraciones de°  

hecho como las de derecho, el tribunal observar  al consignarlas el orden l gicoá ó  

que el encadenamiento de las proposiciones requiera, y, al efecto, se observar ,á  

en  cuanto  pueda  ser  aplicable  a  tribunales  unipersonales,  lo  dispuesto  en  el 

art culo 186 del C digo de Procedimiento Civil  (actual art culo 83 del C digoí ó ” í ó  

Org nico de Tribunales).á

En diferentes ocasiones esta Corte Suprema ha resaltado la importancia de 

cumplir con tales disposiciones, por la claridad, congruencia, armon a y l gica ení ó  

los  razonamientos  que  deben  observar  los  fallos,  entre  las  que  destaca  la 

sentencia publicada en la  Revista de Derecho y Jurisprudencia Tomo XXV, 

Secci n 1 , p g. 156.ó ° á

OCTAVO: Que, en consecuencia, para dar estricto cumplimiento a lo 

dispuesto por el constituyente y el legislador, los jueces han debido agotar el 

examen de las argumentaciones que sustentan las alegaciones y defensas de las 

partes, analiz ndolas tambi n conforme a las probanzas que a ellas se refieren. á é

En  este  mismo  sentido,  considerar  implica  reflexionar  sobre  algo“ ”  

determinado, es decir, concreto. 

As , del contexto de justificaci n que antecede queda demostrada la falta aí ó  

las  disposiciones y principios referidos en que incurrieron los  magistrados del 

grado, lo que constituye el vicio de casaci n en la forma previsto en el art culoó í  
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768 N  5 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n con el numeral 4  del° ó ó °  

art culo 170 del mismo texto legal, por la falta de consideraciones de hecho queí  

sirven de fundamento al fallo. 

NOVENO:  Que  el  art culo  775  del  C digo  de  Procedimiento  Civilí ó  

dispone que los tribunales,  conociendo, entre otros recursos, por la v a de laí  

casaci n,  pueden  invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando  los  antecedentesó  

manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaci n en la forma,ó  

facultad que se ejercer  en este caso en raz n de las motivaciones expresadasá ó  

anteriormente.

De conformidad a lo expuesto, las normas legales citadas y lo prescrito en 

los art culos 768 y 775 del C digo de Procedimiento Civil, se invalida de oficioí ó  

la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago el tres de marzo de 

2020, que revoca la pronunciada por el tribunal a quo, reemplaz ndola por laá  

que ser  dictada a continuaci n, separadamente, sin nueva vista de la causa. á ó

T nganse por no interpuesto el recurso de casaci n en el fondo, deducidosé ó  

por  la  abogada  Camila  Ram rez  Alcayaga,  en  representaci n  de  la  parteí ó  

demandada.

Reg strese.í

Redacci n a cargo del ministro Sr. Mauricio Silva C.ó

Rol N  50.365-2020º
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Arturo José Prado Puga y Mauricio Alonso Silva Cancino y los
Ministros (as) Suplentes Rodrigo Francisco Javier Biel Melgarejo y Juan
Manuel Muñoz Pardo y el Abogado Integrante Raul Fuentes Mechasqui .
Santiago, diecisiete de marzo de dos mil veintidós.

Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a diecisiete de marzo de dos mil veintidós, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Santiago, diecis iete de marzo de dos mi l veint id s .  ó

En cumplimiento a lo ordenado en el fallo precedente y lo estatuido 

en  el  art culo  785  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  se  pronuncia  laí ó  

siguiente sentencia de reemplazo.

Vistos: 

Se reproduce el fallo en alzada y, se tiene, adem s, presente:á

Y teniendo en su lugar y adem s presente:á

Primero :  Que,  en  el  presente  caso  se  ha  deducido demanda  de 

ineficacia  por  inexistencia  en  raz n  de  la  falta  de consentimiento  en laó  

cl usula arbitral contenida en una Orden de visita N  11.859  suscrita elá “ ° ”  

18 de julio de 2013 por el demandante Daniel Ocqueteau Moreno, y en 

subsidio, la de nulidad absoluta del mencionado documento por falta de un 

consentimiento  eficaz,  o  bien,  si  aquella  fuesen  rechazadas  la  nulidad 

relativa por existir fuerza o error.

Al efecto, tal como se indica en la sentencia de primera instancia, la 

orden  de  visita  constituye  la  fuente  de  obligaciones  y  derechos  para  el 

corredor de propiedad y, en este caso, para el comprador del inmueble a 

que ella se refer a, desde que prest  su consentimiento puro y simple con laí ó  

firma  estampada  en  el  documento,  a  lo  que  sigui  la  celebraci n  deló ó  

contrato  de  compraventa  el  11  de  noviembre  de  2014  respecto  de  la 

propiedad ubicada en calle Camino La Fuente N  1487 de Las Condes, por°  

la que el actor adquiri  el inmueble que se inscribi  luego a su nombre enó ó  

el registro de propiedad del Conservador de Bienes Ra ces de Santiago.í

Segundo: Que, el consentimiento as  prestado en la orden de visita,í  

incumbe  necesariamente  al  contenido  de  la  cl usula  de  arbitraje,  cuyoá  

alcance debe determinarse en relaci n al contrato de compraventa suscritoó  

por el actor, y que es demostrativo de una de las hip tesis que al efectoó  

contiene dicho documento.  Se trata as  de un contrato de intermediaci n,í ó  

que implica promover acuerdo para la concreci n del negocio buscado poró  

los  interesados  y  la  formaci n  del  consentimiento  no  tiene  mayoresó  

diferencias que para los contratos en general, y que en el presente caso se 

ha plasmado en la firma puesta por el actor en el citado documento.
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Tercero :  Que,  conforme  lo  dicho,  resulta  necesario  destacar  lo 

indicado en el  art culo  1437 del  C digo Civil  en cuanto se ala  que lasí ó ñ  

obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos o m sá  

personas,  entre  otras  fuentes.  A  su  turno,  el  art culo  1445  del  mismoí  

estatuto jur dico prescribe: Para que una persona se obligue a otra por uní  

acto o declaraci n de voluntad es necesario: 2  que consienta en dicho actoó °  

o declaraci n y su consentimiento no adolezca de vicio. De dichos preceptosó  

se  desprende  como  requisitos  de  validez  de  los  actos  jur dicos  laí  

concurrencia de la voluntad, lo que en la especie ha concurrido mediante el 

hecho no discutido consistente en la firma de aquel  documento y en la 

concreci n posterior del contrato de compraventa.ó

Resulta  as  evidente  que  el  demandante  pretende,  por  la  v a  deí í  

sostener la falta de voluntad en la suscripci n del acto, revisar el contenido eó  

hip tesis de la mencionada cl usula arbitral,  cuesti n propia del ejercicioó á ó  

interpretativo de los contratos, conforme las disposiciones de los art culosí  

1560 y siguientes del C digo Civil; sin embargo, cualquiera sea la estructuraó  

o nombre dado por los  interesados  a  dicho acto,  claramente  no abarca 

nicamente  una  autorizaci n  de  ingreso  al  inmueble,  sino  tambi n  alú ó é  

desarrollo  de  un  servicio  de  corretaje  de  propiedades,  todo  lo  cual  fue 

aceptado por el demandante, tanto en cuanto al pago de la comisi n por laó  

intermediaci n que surge con la celebraci n del contrato de compraventaó ó  

respectivo, como en cuanto a la cl usula arbitral, lo que tendr  aplicaci ná á ó  

seg n sean las hip tesis de la respectiva comisi n y de su conflicto, esto es,ú ó ó  

el 2% de comisi n por sobre el precio de compraventa m s IVA, el 4% si seó á  

entiende directamente con el oferente de la propiedad, o el 50% de una 

renta de arrendamiento si as  fuese.í

Cuarto : Que, por ltimo, a m s de no ser controvertido el hechoú á  

que el demandante suscribi  la orden de visita que conten a una cl usulaó í á  

arbitral, la demandante no ha rendido prueba alguna tendiente a acreditar 

los  vicios  que  alega,  m s  all  del  entendimiento  que postula  acerca  delá á  

contenido de esa estipulaci n, pues tal y como se indic  en la sentenciaó ó  

apelada,  si  deb a operar  o no la comisi n pactada o si  hubo verdaderaí ó  
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intervenci n  de  la  corredora  en  la  celebraci n  de  la  compraventa,  sonó ó  

cuestiones entregadas a la justicia arbitral pactada por los interesados.

Por  estas  consideraciones,  disposiciones  legales  aludidas  en  lo 

considerativo y las que se han reproducido del fallo de primer grado y lo 

dispuesto  en  el  art culo  186  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  í ó se 

confirma, en lo apelado, la sentencia de veintis is de febrero de dos milé  

dieciocho, escrita a fojas  752 y siguientes.

Reg strese y devu lvase, con sus agregados. í é

Redacci n del ministro Sr. Mauricio Silva C. ó

Rol 50.365-2020
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Arturo José Prado Puga y Mauricio Alonso Silva Cancino y los
Ministros (as) Suplentes Rodrigo Francisco Javier Biel Melgarejo y Juan
Manuel Muñoz Pardo y el Abogado Integrante Raul Fuentes Mechasqui .
Santiago, diecisiete de marzo de dos mil veintidós.

Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a diecisiete de marzo de dos mil veintidós, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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